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Obligaciones generales: Artículos 1(1) y 2 
CADH

Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 



Alcance del derecho a la protección
judicial

Corte  IDH.  Garantías  judiciales  en  estados  de  emergencia  (Arts.  27.2,  25  y  8 
Convención  Americana  sobre  Derechos  Humanos).  Opinión Consultiva  OC-9/87 
de 6 deoctubre de 1987. Serie A No. 9

23. Como  ya  lo  ha  señalado  la  Corte,  el  artículo  25.1  de  la  Convención  es  
una disposición  de  carácter  general  que  recoge  la  institución  procesal  del  
amparo, como procedimiento sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de los 
derechos fundamentales (En  el  mismo  sentido: Caso  Maldonado  Ordoñez  Vs.  
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de 
mayo de 2016. Serie  C  No.  311,  párr.  89) [...].  Establece  este  artículo,  
igualmente,  en  términos amplios,  la  obligación  a  cargo  de  los  Estados  de  
ofrecer,  a  todas  las  personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial 
efectivo contra actos violatorios de sus  derechos  fundamentales. Dispone,  
además,  que  la  garantía  allí  consagrada  se aplica no sólo respecto de los 
derechos contenidos en la Convención, sino también de  aquéllos  que  estén  
reconocidos  por  la  Constitución  o  por  la  ley. De  donde  se concluye, a fortiori, 
que el régimen de protección judicial dispuesto por el artículo 25  de  la  
Convención  es  aplicable  a  los  derechos  no  susceptibles  de  suspensión  en 
estado  de  emergencia. 



Alcance del derecho a la protección 
judicial
Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311. 

108. En lo que respecta al artículo 25.1 de la Convención, este Tribunal ha indicado que el 
mismo establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas 
las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de 
sus derechos fundamentales.  

109. Además, la Corte ha establecido que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el 
artículo 25 de la  Convención no basta  con que los  recursos existan formalmente,  sino que  es  
preciso  que  tengan  efectividad  en  los  términos  del  mismo,  es  decir  que  den resultados  o  
respuestas  a  las  violaciones  de  derechos  reconocidos,  ya  sea  en  la Convención,  en  la  
Constitución  o  en la  ley.  Lo  anterior implica  que  el recurso  debe  ser idóneo  para  combatir  
la  violación  y  que  sea  efectiva  su  aplicación  por  la  autoridad competente. De igual manera 
un recurso efectivo implica que el análisis por la autoridad competente  de  un  recurso  judicial  
no  puede  reducirse  a  una  mera  formalidad,  sino  que debe  examinar  las  razones  invocadas  
por  el  demandante  y  manifestarse  expresamente sobre ellas. No pueden considerarse 
efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las 
circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, 
cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para 
ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación 
de justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho 
reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho 
pronunciamiento



Relación con el artículo 1(1)
Corte  IDH.  Caso  Defensor  de  Derechos  Humanos  y  otros  Vs.  Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto 
de 2014. Serie C No. 283

199. La  Corte  ha  establecido  que,  de  conformidad  con  la  Convención  
Americana, los Estados Partes están obligados a suministrar recursos judiciales 
efectivos a las víctimas  de  violaciones  de  los  derechos  humanos  (artículo  25),  
recursos  que deben  ser  sustanciados  de  conformidad  con  las  reglas  del  
debido  proceso  legal (artículo  8.1),  todo  ello  dentro  de  la  obligación  general,  
a  cargo  de  los  mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los 
derechos reconocidos por la Convención  a  toda  persona  que  se  encuentre  bajo  
su  jurisdicción  (artículo  1.1). Asimismo,  ha  señalado  que  el  derecho  de  acceso  
a  la  justicia  debe  asegurar,  en tiempo  razonable, el  derecho  de  las  presuntas  
víctimas  o  sus  familiares  a  que  se haga todo lo necesario para conocer la verdad 
de lo sucedido e investigar, juzgar y, en  su  caso,  sancionar  a  los  eventuales  
responsables.



Relación con el artículo 1(1)/Derecho al recurso y 
violaciones graves de derechos humanos

Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308. 

161. Los artículos 8 y 25 de la Convención implican que las víctimas de violaciones a derechos 
humanos cuenten con recursos judiciales efectivos que sean sustanciados de acuerdo al debido 
proceso legal. En relación con lo anterior, el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en 
tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 
necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los eventuales responsables. 
De modo consecuente, existe un deber estatal de investigar los hechos, que es una obligación 
de medios y no de resultado, pero que debe ser asumida por los Estados como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o 
como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las 
víctimas o sus familiares, o de la aportación privada de elementos probatorios. Esta obligación 
establecida en la Convención Americana en el presente caso se complementa con la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura que, de conformidad a sus 
artículos 1, 6 y 8, impone los deberes de “realizar una investigación” y “sancionar”, en relación 
con actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

163. La Corte advierte que es una obligación del Estado no sólo iniciar una investigación de 
oficio, sino de hacerlo también, como expresamente indica el artículo 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en forma “inmediata” a partir de que 
exista “razón fundada” para creer que se ha cometido un acto de tortura. Al respecto, la Corte 
ha afirmado que: aún cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes no 
hayan sido denunciados ante las autoridades competentes por la propia víctima, en todo caso en 
que existan indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una 
investigación imparcial, independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el 
origen de las lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar su procesamiento. 



Relación con el artículo 1(1)/Protección judicial y obstáculos para 
investigar violaciones graves de derechos humanos

Corte IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 
de 2011. Serie C No. 221

227. En especial, las leyes de amnistías afectan el deber internacional del Estado de investigar y 
sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los familiares de las víctimas 
sean oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención Americana y 
violan el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 del mismo instrumento 
precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los 
responsables de los hechos, incumpliendo asimismo el artículo 1.1 de la Convención. 

228. A la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar providencias de toda índole para que nadie 
sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, en los 
términos de los artículos 8 y 25 de la Convención y, una vez ratificada la Convención Americana 
corresponde al Estado, de conformidad con el artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas para 
dejar sin efecto las disposiciones legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden la 
investigación de graves violaciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de las 
víctimas y a la perpetuación de la impunidad, además que impiden a las víctimas y a sus familiares 
conocer la verdad de los hechos. 

229. La incompatibilidad respecto de la Convención incluye a las amnistías de graves violaciones de 
derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas “autoamnistías” y ello en atención, más 
que al proceso de adopción y a la autoridad que emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar 
impunes graves violaciones al derecho internacional cometidas. La incompatibilidad de las leyes de 
amnistía con la Convención Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva 
de una cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos 
consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. 



Relación con el artículo 1(1)/Protección judicial y obstáculos para 
investigar violaciones graves de derechos humanos

244. La Corte Interamericana concluye que el Estado violó los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y los artículos I.b y IV de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de una 
investigación efectiva de la desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena y la 
sustracción, supresión y sustitución de identidad y entrega a terceros de María Macarena 
Gelman, en perjuicio de Juan y María Macarena Gelman. 

246. En particular, debido a la interpretación y a la aplicación que se ha dado a la Ley de 
Caducidad, la cual carece de efectos jurídicos respecto de graves violaciones de derechos 
humanos en los términos antes indicados […], ha incumplido su obligación de adecuar su 
derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 de la misma, en relación con los 
artículos 8.1, 25 y 1.1 del mismo tratado y los artículos I.b, III, IV y V de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 



Relación con el artículo 1(1)/Protección judicial y obstáculos para 
investigar violaciones graves de derechos humanos
Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252. 

248. El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida por 
el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a 
ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa 
procesal de las víctimas, de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios.

249. De igual modo, dicho deber impone la remoción de todo obstáculo de jure y de facto que impida 
la investigación y juzgamiento de los hechos y, en su caso, la sanción de todos los responsables de las 
violaciones declaradas así como la búsqueda de la verdad. En efecto, si el aparato del Estado actúa de 
modo que tal violación quede impune y no se restablece, en cuanto sea posible, a las víctimas en la 
plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno 
ejercicio a las personas sujetas   a   su   jurisdicción. Bajo esta   consideración   subyace   la   idea   de   
que   un procesamiento que se desarrolla hasta su conclusión y cumpla su cometido es la señal más 
clara de no tolerancia a las graves violaciones a los derechos humanos, contribuye a la reparación de las 
víctimas y muestra a la sociedad que se ha hecho justicia.

296. Por el otro lado, la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz ha tenido como 
consecuencia la instauración y perpetuación de una situación de impunidad debido a la falta de 
investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, 
incumpliendo asimismo los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, referida esta última norma a 
la obligación de adecuar su derecho interno a lo previsto en ella. Dada su manifiesta incompatibilidad 
con la Convención Americana, las disposiciones de la Ley de Amnistía General para la Consolidación 
de la Paz que impiden la investigación y sanción de las graves violaciones a los derechos humanos 
sucedidas en el presente caso carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no pueden seguir 
representando un obstáculo para la investigación de los hechos del presente caso y la identificación, 
juzgamiento y el castigo de los responsables, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros 
casos de graves violaciones de derechos humanos reconocidos en la Convención Americana que puedan 
haber ocurrido durante el conflicto armado en El Salvador.



Relación con el artículo 2
Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 

131. Dado  que  el  recurso  de  amparo  no  resulta  procedente  en  materia  
electoral,  la  naturaleza  extraordinaria  de  la  acción  de  inconstitucionalidad  y  la  
inaccesibilidad  e  inefectividad del juicio de protección para impugnar la falta de 
conformidad de una ley con  la  Constitución,  en  la  época  de  los  hechos  del  
presente  caso  no  había  en  México  recurso  efectivo  alguno  que  posibilitara  a  
las  personas  cuestionar  la  regulación  legal  del derecho político a ser elegido
previsto en la Constitución Política y en la Convención Americana. En razón de ello, la 
Corte concluye que el Estado no ofreció a la presunta víctima un recurso idóneo para 
reclamar la alegada violación de su derecho político a ser elegido, y por lo tanto violó 
el artículo 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio del señor Castañeda Gutman.



Relación con el artículo 2
132. La Corte ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que todo Estado Parte de la 
Convención “ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la 
Convención sea efectivamente cumplido en su ordenamiento jurídico interno, tal 
como lo requiere el artículo 2 de la Convención”. También ha afirmado que los 
Estados “deben adoptar medidas positivas, evitar tomar iniciativas que limiten o 
conculquen un derecho fundamental, y suprimir las medidas y prácticas que 
restrinjan o vulneren un derecho fundamental”. La obligación contenida en el 
artículo 2 de la Convención reconoce una norma consuetudinaria que prescribe 
que, cuando un Estado ha celebrado un convenio internacional, debe introducir en 
su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las 
obligaciones internacionales asumidas. 

133. En el presente caso la inexistencia de un recurso efectivo constituyó una 
violación de la Convención por el Estado Parte, y un incumplimiento de su deber de 
adoptar disposiciones   de   derecho   interno   para   hacer   efectivos los derechos 
establecidos en la Convención, en los términos del artículo 25 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho 
tratado.



Relación con el artículo 7(6)
Artículo 7.6 Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y 
ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes 
prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a 
recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, 
dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por 
otra persona.

Corte    IDH.    Caso    Comunidad    Campesina    de    Santa    Bárbara    Vs.    Perú. Excepciones  
Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  1  de septiembre de 2015. Serie C 
No. 299

231. La  Corte  recuerda  que  los  artículos  7.6  y  25  de  la  Convención  abarcan diferentes   
ámbitos   de   protección.   El   artículo   7.6   de   la   Convención   tiene   un contenido  jurídico  
propio  que  consiste  en  tutelar  de  manera  directa  la  libertad personal   o   física,   por   medio   
del   mandato   judicial   dirigido   a   las   autoridades correspondientes a fin de que se lleve al 
detenido a la presencia del juez para que este pueda examinar la legalidad de la privación y, en su 
caso, decretar su libertad. Dado  que  el  principio  de  efectividad  (effet utile)  es  transversal  a  la  
protección debida  de  todos  los  derechos reconocidos  en  ese  instrumento,  la  Corte  considera, 
tal como lo ha hecho en otras oportunidades , que en aplicación del principio iura novit curia, del 
cual se ha valido reiteradamente la jurisprudencia internacional en el  sentido  de  que  el  juzgador  
posee la  facultad,  e  inclusive  el  deber,  de  aplicar  las disposiciones  jurídicas  pertinentes  en  una  
causa,  aun  cuando  las  partes  no  las invoquen  expresamente  ,  corresponde  analizar  los  
alegatos  relacionados  con  la efectividad de las acciones de hábeas corpus en relación con la 
disposición citada y no con el artículo 25 de la Convención, como fue alegado por los 
representantes y la  Comisión. 



Relación con el artículo 7(6)

232. La  Corte  ha  considerado  que  el  recurso  de  hábeas  corpus  o  exhibición 
personal  representa  el  medio  idóneo para  garantizar  la  libertad,  controlar  el 
respeto  a  la  vida  e  integridad  de  la  persona,  e  impedir  su  desaparición  o  la 
indeterminación de su lugar de detención. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte 
ya   ha   referido   que   estos   recursos   no   solo   deben   existir   formalmente   en   
la legislación  sino  que  deben  ser  efectivos.  La  Corte  además  ha  precisado  que  
para ser  efectivo,  el  recurso  de  hábeas  corpus  debe  cumplir  con  el  objetivo  de  
obtener sin  demora  una  decisión  sobre  la  legalidad  del  arresto  o  de  la  
detención.



Suspensión de garantías
Artículo 27 de la CADH

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 
independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, 
en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, 
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que 
tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone 
el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 
determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la 
Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 
(Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de 
Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la 
Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la 
Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables 
para la protección de tales derechos.

3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por 
conducto del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las 
disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la 
suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.



Suspensión de garantías
Corte    IDH.    Garantías    judiciales    en    estados    de    emergencia    (Arts.27.2,    25    y    8    
Convención    Americana    sobre    Derechos    Humanos).    Opinión    Consultiva  OC-‐-9/87    de    
6    de    octubre    de    1987.    Serie    A    No.    9

23.[...] Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto  de  los  
derechos  contenidos  en  la  Convención,  sino  también  de aquéllos que  estén  reconocidos  
por  la  Constitución  o  por  la  ley.  De  donde  se  concluye,  a fortiori,  que  el  régimen  de  
protección  judicial  dispuesto  por  el  artículo  25  de  la Convención es aplicable a los derechos 
no susceptibles de suspensión en estado de emergencia.

25. Las  conclusiones  precedentes  son  válidas,  en  general,  respecto  de  todos  los derechos   
reconocidos   por   la   Convención,   en   situación   de   normalidad.   Pero, igualmente,  debe  
entenderse  que  en  la  implantación  del  estado  de  emergencia -cualquiera  que sea  la  
dimensión  o  denominación  con  que  se  le  considere  en  el derecho  interno-no  puede  
comportar  la  supresión  o  la  pérdida  de  efectividad  de las  garantías  judiciales  que  los  
Estados  Partes  están  obligados  a  establecer,  según la  misma  Convención,  para  la 
protección  de  los  derechos  no  susceptibles  de suspensión o de los no suspendidos en virtud 
del estado de emergencia.

38. La Corte concluye que las garantías judiciales indispensables para la protección de  los  
derechos  humanos  no  susceptibles  de  suspensión, según  lo  dispuesto  en  el artículo 27.2 
de la Convención, son aquéllas a las que ésta se refiere expresamente en  los  artículos  7.6  y  
25.1,  consideradas  dentro  del  marco  y  según  los  principios del  artículo  8,  y  también  las  
inherentes  a  la  preservación  del  Estado  de  Derecho, aun bajo la legalidad excepcional que 
resulta de la suspensión de garantías.



Recurso idóneo/adecuado
Caso  López  Lone y  otros  Vs.  Honduras.  Excepción  Preliminar,  Fondo,  Reparaciones  
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302.

245. El Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la 
obligación de los  Estados  Partes  de  garantizar,  a  toda  la  persona  bajo  su  
jurisdicción,  un  recurso  judicial sencillo, rápido y efectivo ante juez o tribunal 
competente. La Corte recuerda su jurisprudencia constante  en  relación  con  que  dicho  
recurso  debe  ser  adecuado  y  efectivo.  En  cuanto  a  la efectividad del recurso, para 
que tal recurso efectivo exista no basta con que esté previsto por la  Constitución  o  la  ley  
o  con  que  sea  formalmente  admisible,  sino  que  se  requiere  que  sea realmente 
idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y 
proveer  lo  necesario  para  remediarla. Así,  el  proceso  debe  tender  a  la  
materialización  de  la protección  del  derecho  reconocido  en  el  pronunciamiento  
judicial  mediante  la aplicación idónea de dicho pronunciamiento. Este Tribunal ha 
indicado que no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las 
condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso 
dado, resulten ilusorios.  Ello  puede  ocurrir,  por  ejemplo,  cuando  su  inutilidad  haya  
quedado demostrada  por  la  práctica,  porque  falten  los  medios  para  ejecutar  sus  
decisiones  o  por cualquier   otra   situación   que   configure   un   cuadro   de   denegación   
de   justicia.   Entre   las situaciones que pueden llevar a que un recurso sea ilusorio se 
encuentra que el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con 
imparcialidad.



Recurso efectivo
Corte   IDH.   Caso   Trabajadores   de   la   Hacienda   Brasil   Verde   Vs.   Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de octubre de 2016. Serie C No. 318

391. La  Corte  ha  indicado  que  el  artículo  25.1  de  la  Convención  establece,  en términos  
amplios,  la  obligación  a  cargo  de  los  Estados  de  ofrecer  a  todas  las personas  sometidas  a  su  
jurisdicción  un  recurso  judicial  efectivo  contra  actos violatorios de sus derechos fundamentales. 

392.  Además,  la  Corte  ha  establecido  que  para  que  el  Estado  cumpla  con lo dispuesto en el 
artículo 25 de la Convención, no basta con que los recursos existan formalmente,  sino  que  es  
preciso  que  tengan  efectividad  en  los  términos  del mismo,  es  decir,  que  den  resultados  o  
respuestas  a  las  violaciones  de  derechos reconocidos,  ya  sea  en  la  Convención,  en  la  
Constitución  o  en  la  ley.  Lo  anterior implica  que  el  recurso  debe  ser  idóneo  para  combatir  
la  violación  y  que  sea efectiva  su  aplicación  por  la  autoridad  competente.  De  igual  manera  
un  recurso efectivo implica que el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial no  
puede  reducirse  a  una  mera  formalidad,  sino  que  debe  examinar  las  razones invocadas por 
el demandante y manifestarse expresamente sobre ellas. No pueden considerarse  efectivos  
aquellos  recursos  que,  por las  condiciones  generales  del país   o   incluso   por   las   
circunstancias   particulares   de   un   caso   dado,   resulten ilusorios.  Ello  puede  ocurrir,  por  
ejemplo,  cuando  su  inutilidad  haya  quedado demostrada por la práctica, porque falten los 
medios para ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de 
denegación de justicia. Así, el   proceso   debe   tender   a   la   materialización   de   la   protección   
del   derecho reconocido  en  el  pronunciamiento  judicial  mediante  la  aplicación  idónea  de  
dicho pronunciamiento. 



Recurso efectivo
394. En  el  presente  caso,  la  Corte  considera  en  primer  lugar  que  el  Estado 
brasileño  cuenta  con  un  marco normativo  que,  en  principio,  permite garantizar  
la protección judicial de las personas, sancionando la comisión de conductas ilícitas 
y previendo   la   reparación   de   daños   causados   a   las   víctimas   ante   la   
eventual violación  del  artículo  149  del  Código  Penal  brasileño,  el  cual  prevé  
como  delito  la reducción a condición análoga a la de esclavo.

404.  Por  todo  lo  anterior,  la Corte  advierte  que  ninguno  de  los  
procedimientos  de los  que  recibió  información  determinó  algún  tipo  de  
responsabilidad  respecto  de las  conductas  denunciadas,  ni  fue  un  medio  para  
obtener  la  reparación  de  daño  a las  víctimas,  debido  a  que  en  ninguno  de  
los  procesos  se  realizó  un  estudio  de fondo de cada cuestión planteada.

405.  Esta  situación  se  tradujo  en  una  denegación  de  justicia  en  perjuicio  de  
las víctimas, pues no fue posible garantizarles, material y jurídicamente, la 
protección judicial  en  el  presente  caso.  El  Estado  no  proveyó  a  las  víctimas  de  
un  recurso efectivo   a   través   de   las   autoridades   competentes,   que   tutelara   
sus   derechos humanos contra los actos que los vulneraron. 



Recurso efectivo
Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184. 

91. La Corte observa que tanto la Comisión como los representantes destacaron la 
ausencia de un recurso sencillo, rápido y efectivo para que la presunta víctima 
reclamara la protección de sus derechos reconocidos por la Constitución, para 
sustentar la alegada violación del artículo 25 de la Convención.  En este sentido, la 
Corte considera, al igual que la Comisión y el Estado, que el recurso de amparo 
interpuesto por la presunta víctima no era la vía adecuada en ese caso, dada su 
improcedencia en materia electoral. 

92. Este Tribunal estima que no es en sí mismo incompatible con la Convención que un 
Estado limite el recurso de amparo a algunas materias, siempre y cuando provea otro 
recurso de similar naturaleza e igual alcance para aquellos derechos humanos que no 
sean de conocimiento de la autoridad judicial por medio del amparo.  Ello es 
particularmente relevante en relación con los derechos políticos, derechos humanos 
de tal importancia que la Convención Americana prohíbe su suspensión así como la de 
las garantías judiciales indispensables para su protección (infra párr. 140). 



Recurso efectivo

93. Por otra parte, la Corte estima pertinente referirse a lo afirmado por la Comisión 
Interamericana en el sentido de que, más allá de que el amparo no era la vía 
idónea, por la exclusión de la materia electoral de su ámbito de competencia, “la 
efectividad implica que el órgano judicial ha evaluado los méritos de la denuncia”.  
Al respecto, este Tribunal ha establecido que “el análisis por la autoridad 
competente de un recurso judicial [...] no puede reducirse a una mera formalidad, 
sino que debe examinar las razones invocadas por el demandante y manifestarse 
expresamente sobre ellas, de acuerdo a los parámetros establecidos por la 
Convención Americana”.  En otras palabras, es una garantía mínima de toda persona 
que interpone un recurso que la decisión que lo resuelva sea motivada y 
fundamentada, bajo pena de violar las garantías del debido proceso. 

94. Para la Corte el requisito de que la decisión sea razonada, no es equivalente a 
que haya un análisis sobre el fondo del asunto, estudio que no es imprescindible 
para determinar la efectividad del recurso.  La existencia y aplicación de causales 
de admisibilidad de un recurso resulta compatible con la Convención Americana y 
la efectividad del recurso implica que, potencialmente, cuando se cumplan dichos 
requisitos, el órgano judicial evalúe sus méritos.



Recurso rápido
Corte   IDH.   Caso   Bayarri   Vs.   Argentina.   Excepción   Preliminar,   Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C No. 187.

116. La  denegación  del  acceso  a  la  justicia  se  relaciona  con  la  efectividad  de  
los recursos,  en  el  sentido  del  artículo  25  de  la  Convención  Americana,  ya  
que  no  es posible afirmar que un proceso penal en el cual el esclarecimiento de 
los hechos y la determinación de la responsabilidad penal imputada se hace 
imposible por una demora injustificada en el mismo, pueda ser considerado como 
un recurso judicial efectivo.  El  derecho  a la  tutela  judicial  efectiva  exige  a  los  
jueces  que  dirijan  el proceso   en   forma   que   eviten   dilaciones   y   
entorpecimientos   indebidos   que conduzcan  a  la  impunidad,  frustrando  así  la  
debida  protección  judicial  de  los derechos humanos. 

117. La  Corte  considera  que  con  motivo  de  la  falta  de  una  resolución  pronta  y 
definitiva de  la  denuncia  penal  presentada  en  este  caso  por  hechos  de  tortura  
y privación  ilegal  de  la  libertad  se  afectó  el  derecho  de  la  víctima  a  la  debida 
protección  judicial.  Este  derecho  comprende  no  sólo  el  acceso  del  ofendido  a  
los procesos  penales  en  condición  de  querellante,  sino  el  derecho a  obtener  un 
pronunciamiento  definitivo  mediante  mecanismos  efectivos  de  justicia.  
Asimismo, tomando  en  cuenta  tanto  el  notorio  retardo  en  la  investigación  y  en  
el  proceso referido,  sin  que  exista  explicación  razonada,  como  el  
reconocimiento  de  hechos formulado  por  el  Estado,  la  Corte  estima  que  
Argentina  violó  los  artículos  8.1  y 25.1 de la Convención Americana en perjuicio 
del señor Juan Carlos Bayarri.



DERECHO A GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO 
DE LAS DECISIONES JUDICIALES (ARTÍCULO 
25.1Y 25.2.C)

Corte  IDH.  Caso  Acevedo  Buendía  y  otros  (“Cesantes  y  Jubilados  de  la 
Contraloría”) Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C No. 198

72. En ese sentido, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible 
identificar dos responsabilidades concretas del Estado. [...] La segunda, 
garantizar los   medios   para   ejecutar   las   respectivas   decisiones   y   
sentencias   definitivas emitidas    por   tales   autoridades    competentes,   de    
manera    que   se    protejan efectivamente  los  derechos  declarados  o  
reconocidos.  Esto  último,  debido  a que una  sentencia  con  carácter  de  
cosa  juzgada  otorga  certeza  sobre  el  derecho  o controversia  discutida  en  
el  caso  concreto  y,  por  ende,  tiene  como  uno  de  sus efectos  la  
obligatoriedad  o  necesidad  de  cumplimiento.  Lo  contrario  supone  la 
negación misma del derecho involucrado. 



DERECHO A GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO DE 
LAS DECISIONES JUDICIALES (ARTÍCULO 25.1Y 
25.2.C)
73. Así, esta Corte ha declarado la violación del artículo 25 de la Convención en 
otro caso contra el Perú, debido a que el Estado no ejecutó las sentencias emitidas 
por los tribunales internos durante un largo período de tiempo y, en otro caso, no 
aseguró que una sentencia de hábeas corpus “fuera apropiadamente ejecutada”. 
Ello  porque  si  el  ordenamiento  jurídico  interno  de  un  Estado  permite  que  
una decisión  judicial  final  y  obligatoria  permanezca  ineficaz  en  detrimento  de  
una  de las partes, el derecho a la protección judicial resulta ilusorio.

77. Además de la obligación de proveer un recurso rápido, sencillo y eficaz a las 
presuntas víctimas para garantizar sus derechos, lo cual no ocurrió, la Convención 
establece  que  el  derecho  a  la  protección  judicial  exige  que  el  Estado  
garantice  el cumplimiento  de  las  decisiones  que  emitió  el  Tribunal  
Constitucional  del  Perú  al respecto.  En  este  sentido,  el  Tribunal  observa  que,  
en  total,  han  transcurrido  más de  11  y  8  años  desde  la  emisión  de  la  
primera  y  última  sentencia  del  Tribunal Constitucional,  respectivamente –y  casi  
15  años  desde  la  sentencia  de  la  Primera Sala  Civil  Especializada  de  la  Corte  
Superior  de  Lima –sin  que  éstas  hayan  sido efectivamente  cumplidas. La  
ineficacia  de  dichos  recursos  ha  causado  que  el derecho a la protección judicial 
de las presuntas víctimas haya resultado al menos parcialmente ilusorio, 
determinando la negación misma del derecho involucrado.
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